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REPUBLICA DE COLOMBIA


COMISIÓN NACIONAL DE CRÉDITO AGROPECUARIO


RESOLUCIÓN NÚMERO              005                    DE 2024



DECRETO NUMERO _________________ de 2002 Hoja N°. 4


Continuación del decreto “Por el cual se reasignan unas funciones y competencias -”




RESOLUCIÓN NÚMERO	005	 	 Hoja N°. 4


Continuación de la Resolución: “Por la cual se establece el Modelo del Sistema de Administración de Riesgos Ambientales y Sociales del crédito de fomento agropecuario y rural”
[bookmark: _Hlk58402369][bookmark: _Hlk59955910][bookmark: _Hlk166575868]“Por la cual se establece el Modelo del Sistema de Administración de Riesgos Ambientales y Sociales del crédito de fomento agropecuario y rural”

LA COMISIÓN NACIONAL DE CRÉDITO AGROPECUARIO

En ejercicio de las facultades consagradas en el Artículo 218 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, las Leyes 16 de 1990, 69 de 1993, 101 de 1993, 731 de 2002, 812 de 2003, 1731 de 2014 y los Decretos Ley 663 de 1993 y 2371 de 2015, y el Decretos 1313 de 1990, y


CONSIDERANDO:

1. [bookmark: _Hlk59880948]Que de acuerdo con el Artículo 216 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero (EOSF), el Sistema Nacional de Crédito Agropecuario (SNCA) se creó para proveer y mantener un adecuado financiamiento de las actividades del sector agropecuario, de conformidad con las políticas sectoriales establecidas en los planes y programas de desarrollo que adopte el Congreso o el Gobierno, y cuyos objetivos principales son la formulación de la política de crédito para el sector agropecuario y la coordinación y racionalización del uso de sus recursos financieros.

2. Que de acuerdo con el Artículo 218 del EOSF, la Comisión Nacional de Crédito Agropecuario (CNCA) es el organismo rector del SNCA y dentro de sus funciones están: 

“(…)

b) Establecer las actividades, los costos y los porcentajes de estos últimos que podrán ser objeto de financiación por parte de las entidades que integran el Sistema Nacional de Crédito Agropecuario.

“(…)

d) Dictar los reglamentos para el control de los gastos o inversiones que se hagan con el producto de los créditos.

(…)

p) Establecer los lineamientos de política de manejo de riesgos agropecuarios, en los que se debe contemplar el desarrollo de instrumentos de riesgos climáticos, de mercado, cambiario, entre otros, así como determinar las condiciones generales de asegurabilidad de los proyectos agropecuarios, las condiciones en las cuales se aplican los apoyos e incentivos del Estado, y el destino de los recursos del Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios.

q) Las demás que le correspondan como organismo rector de la política del financiamiento y gestión de riesgo del sector agropecuario.”

3. Que de acuerdo con el Artículo 219 del EOSF, se entiende por “crédito de fomento agropecuario el que se otorga a favor de personas naturales o jurídicas, para ser utilizado en las distintas fases del proceso de producción y/o comercialización de bienes originados directamente o en forma conexa o complementaria, en la explotación de actividades agropecuarias, piscícolas, apícolas, avícolas, forestales, afines o similares, y en la acuicultura. El crédito agropecuario se otorgará para la financiación de capital de trabajo, la inversión nueva o los ensanches requeridos en las actividades indicadas.

El crédito de fomento se destinará primordialmente para impulsar la producción en sus distintas fases, capitalizar el sector agropecuario, incrementar el empleo, estimular la transferencia tecnológica, contribuir a la seguridad alimentaria de la población urbana y rural, promover la distribución del ingreso, fortalecer el sector externo de la economía y mejorar las condiciones sociales y económicas del sector rural del país. Para tal fin, la programación del crédito se hará teniendo en cuenta las directrices que determinen el Consejo Nacional de Política Económica y Social, CONPES, y el Ministerio de Agricultura.”

4. Que en virtud de la Ley 2111 de 2021 “Delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente”, así como las disposiciones de la Resolución 8 de 2023 de la CNCA, se deben generar los mecanismos que permitan prevenir la promoción y financiación de la deforestación.

5. Que el Artículo 2 de la Resolución 8 de 2023 de la CNCA establece las actividades hacia las cuales se dirigirá el crédito de fomento agropecuario y rural.  

6. Que el Artículo 3 de la Resolución 8 de 2023 de la CNCA, establece las actividades que no serán objeto de financiación mediante el crédito de fomento agropecuario y rural. 

7. Que el proyecto de resolución por la cual “Se establece el Modelo del Sistema de Administración de Riesgos Ambientales y Sociales del crédito de fomento agropecuario y rural”, estuvo publicado en la página web de FINAGRO para comentarios.

8. Que el documento con la justificación jurídica y técnica de la presente resolución fue presentado para consideración de la CNCA y discutido en la reunión llevada a cabo el día 04 de junio de dos mil veinticuatro (2024). 

En mérito de lo expuesto, 

RESUELVE

Artículo 1. Definición.  El Sistema de Administración de Riesgos Ambientales y Sociales (SARAS) del Crédito de Fomento Agropecuario y Rural es un conjunto de políticas y herramientas, desarrollados para una fácil y oportuna identificación, evaluación y administración de los riesgos ambientales y sociales generados por los clientes de los intermediarios financieros, en el desarrollo de las actividades y proyectos a financiar, de manera que se minimicen las posibilidades de asumir los costos derivados de la materialización de estos riesgos. 

Parágrafo. Para efectos de esta resolución, los riesgos ambientales y sociales se entienden como los posibles impactos generados o percibidos en el medio ambiente (en los componentes de aire, suelo, agua) o en comunidades (como, por ejemplo, empleados, personas y áreas de influencia) por la ejecución de un proyecto. Estos también pueden corresponder a impactos en la biodiversidad, laborales, de salud y seguridad, culturales, de gobernabilidad o específicos de un proyecto financiado por una entidad que puedan afectar la sostenibilidad socioambiental del mismo.

Artículo 2. Componentes. El Modelo del SARAS del crédito de fomento agropecuario y rural consta de tres componentes: 

1. Lista de exclusión
2. Autodeclaración de los usuarios 
3. Validación del SARAS certificado por externos

Artículo 3. Lista de exclusión. No podrán acceder al crédito de fomento agropecuario y rural las siguientes actividades: 

1. Actividades cuyo objeto sea ilícito o que no cumplan con los requisitos definidos en la legislación y la regulación colombiana, así como con los acuerdos internacionales ratificados por el país.

2. Actividades que contribuyan a la deforestación e impliquen el aprovechamiento, transformación o comercialización de productos forestales maderables y no maderables, provenientes de explotación forestal ilegal, en los términos establecidos por el código penal.

3. Plaguicidas/herbicidas y otras sustancias peligrosas objeto de eliminación gradual o prohibiciones a nivel internacional. Así como plaguicidas de uso agrícola, restringidos, suspendidos o prohibidos por el Instituto Colombiano Agropecuario (ICA) en Colombia.

4. Actividades expresamente prohibidas en ecosistemas de páramo de conformidad con la legislación vigente en Colombia.

5. Actividades que pongan en riesgo o vulneren ecosistemas estratégicos como bosque seco tropical, humedales (manglares) y bosque húmedo tropical, de manera irreversible o severa y que no cuenten con el respectivo permiso de la autoridad designada como las actividades con uso de especies exóticas o no nativas.

6. Actividades no permitidas al interior del Sistema de Parques Nacionales Naturales y las zonas de reserva forestal o Áreas Protegidas Nacionales, regionales o locales.

7. La ganadería de lidia, gallos de pelea, y cualquier tipo de actividad que ocasione maltrato animal de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 339A de la Ley 1774 del 2016.

8. Actividades de pesca consideradas ilícitas por la legislación nacional.

9. Comercialización o uso de vida silvestre o productos regulados por la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestres (CITES).

10. Actividades prohibidas por las leyes y regulación colombiana o convenios y acuerdos internacionales ratificados relativos a la protección de los recursos de biodiversidad o el patrimonio cultural.

11. Producción o actividades que implican formas de trabajo forzoso nocivas o de explotación y aquellas actividades que incumplan la legislación laboral en Colombia, así como los principios y derechos fundamentales contemplados por la Organización Internacional del Trabajo.

12. Los costos judiciales que no se encuentren relacionados con la formalización de tierras.

13. Producción o comercio de armas y municiones.



14. Juegos de azar, casinos, hipódromos y empresas equivalentes.

15. Producción o comercio de materiales radiactivos, a excepción de los equipos cuya fuente radiactiva es trivial y/o está adecuadamente protegida acorde a las normas colombianas.

16. Producción o comercio de fibras de asbesto no unidas, cuyo contenido de asbesto es superior al 20%.

17. Producción, comercio, almacenamiento o transporte de volúmenes significativos de productos químicos peligrosos o uso a escala comercial acorde a la clasificación de residuos/materiales peligrosos establecidos en Colombia.

18. Actividades que se desarrollen sin el debido proceso de consulta previa y autorización de las autoridades competentes en los territorios declarados como Resguardos Indígenas, y territorios colectivos titulados a las comunidades negras.

19. Actividades productivas que incluyan la producción, comercialización o uso de sustancias que agotan la capa de ozono, Contaminantes Orgánicos Persistentes (COP) y/o sustancias peligrosas que atentan contra la salud humana o del medio ambiente, sujetas a eliminación gradual a nivel internacional y que hayan sido prohibidas a nivel nacional.

Parágrafo Primero. Esta lista de exclusión aplica para todas las operaciones nuevas de crédito registradas en FINAGRO. 

Parágrafo Segundo. Los usuarios de crédito deben certificar que las actividades a financiar con Crédito de Fomento Agropecuario y Rural no tienen relación directa o indirecta con las señaladas en esta lista de exclusión.  

Artículo 4. Autodeclaración de los usuarios. Los usuarios de las operaciones de crédito de fomento agropecuario y rural señalados en el Artículo 6 de esta Resolución deberán diligenciar conforme el monto del crédito los siguientes formularios:

1. Formulario de Autodeclaración del Cumplimiento con la Legislación Ambiental y Social de Colombia. Este formulario debe informar que la actividad o proyecto a financiar entiende, cumple y obedece las principales leyes relacionadas con la protección, conservación del medio ambiente y lucha contra la deforestación, así como con las leyes y regulaciones laborales y sociales de Colombia. 

2. Formulario de Información Ambiental y Social. Este formulario debe informar los posibles impactos negativos ambientales y/o sociales que pueda generar el proyecto productivo a financiar, y que puedan convertirse en riesgos para el Intermediario Financiero y/o FINAGRO. 

Parágrafo 1. La estructura de los formularios y su implementación será desarrollada por FINAGRO acorde con las definiciones señaladas en este Artículo. 

Parágrafo 2.  Los formularios serán diligenciados por los usuarios del crédito de fomento agropecuario y rural, su exigencia es responsabilidad de los intermediarios financieros y su validación podrá ser adelantada por el Intermediario Financiero y/o FINAGRO. 

Artículo 5. Validación del SARAS certificado por externos. Los intermediarios financieros deberán aplicar el SARAS que hayan adoptado, el de la Corporación Financiera Internacional o la validación SARAS por parte de un consultor externo, según corresponda al monto de las operaciones señaladas en el Artículo 6 de esta Resolución. 


Artículo 6. Montos de créditos. Los componentes del SARAS del crédito de fomento agropecuario a los que se refieren los artículos 4 y 5 de esta Resolución, se aplicarán conforme las siguientes operaciones de crédito: 

1. Operaciones con un monto desde 500.000 Unidades de Valor Básico (UVB) y hasta 913.159 UVB. Para estas operaciones, se requiere presentar a FINAGRO el Formulario de Autodeclaración del Cumplimiento con la Legislación Ambiental y Social de Colombia.

2. Operaciones con un monto superior a 913.159 UVB y hasta 1.826.317 UVB. Para estas operaciones, se requiere presentar a FINAGRO el Formulario de Autodeclaración del Cumplimiento con la Legislación Ambiental y Social de Colombia y el Formulario de Información Ambiental y Social.

3. Operaciones con un monto superior a 1.826.317 UVB y hasta 5.478.952 UVB. Para estas operaciones, se requiere presentar a FINAGRO los resultados del SARAS interno de las entidades financieras o la validación SARAS por parte de un consultor externo. 

4. Operaciones con un monto superior a 5.478.952 UVB. Para estas operaciones, se requiere presentar a FINAGRO los resultados del SARAS de la Corporación Financiera Internacional. 

Parágrafo. FINAGRO podrá establecer un control especial para las actividades que identifique como de alto riesgo.  

Artículo 7. Implementación: FINAGRO adoptará los procedimientos y las medidas necesarias para desarrollar e implementar lo aprobado en la presente Resolución.

Artículo 8. Vigencia. La presente Resolución rige a partir de su publicación en el Diario Oficial y surtirá efectos a partir del 1 de enero de 2026 con la publicación de la circular correspondiente de FINAGRO. Esta resolución deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.







PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE
Dada en Bogotá, D.C., a los 04 días del mes de junio de 2024


	






JHENIFER MOJICA FLÓREZ
Presidente
	






PAULA ANDREA ZULETA GIL
Secretaria
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